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CIRCULAR nº 14/2010



En Palma, a 30 de Junio de 2010.


Apreciado asociado:


Al haberse recibido diferentes comentarios por parte de miembros de nuestra asociación y, en concreto, por ser uno de los puntos que fue tratado en la última reunión de AESBA en la Isla de Menorca, nos ha parecido oportuno enviar esta comunicación informando al respecto de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de Servicios de Pago, en vigor desde el 04.12.2009, haciendo mayor hincapié en los aspectos que puedan afectar a las empresas asociadas a AESBA.


Con carácter general puede decirse que esta Ley tiene como objeto adecuar las normas españolas a las comunitarias, para crear un marco jurídico común que facilite el funcionamiento del mercado único de los servicios de pago (notándose en su redacción, haciendo que su lectura no resulte amena y su comprensión difícil), y la misma afecta principalmente a los medios de pago más utilizados: transferencias, las domiciliaciones y las tarjetas. Sin perjuicio de dejar sentado que existen determinados aspectos que precisan de posterior desarrollo reglamentario (que no nos consta que se haya producido a la fecha), sus principales novedades son:

Éstas son las principales novedades:


1º) Devolución de recibos domiciliados.- La principal novedad práctica de la entrada en vigor de la Ley, y que es la que ha motivado los comentarios recibidos, hace referencia al nuevo sistema legal para proceder a la devolución de recibos que han sido domiciliados.


En resumidas cuentas, en la nueva Ley se regula expresamente el derecho de los clientes a dar orden de devolución de adeudos domiciliados. 

Se distingue en la norma dos plazos para dar la orden de devolución, que se aplican en función de si el cargo en cuenta estaba o no previamente autorizado.

A.-Si no estaba autorizado, cuando el cliente tenga conocimiento de que se ha producido una operación de pago no autorizada o ejecutada incorrectamente, deberá comunicar la misma sin tardanza injustificada a la entidad, a fin de poder obtener rectificación de ésta y, salvo en los casos en los que la entidad no le hubiera proporcionado o hecho accesible al usuario la información correspondiente a la operación de pago, la comunicación deberá producirse en un plazo máximo de trece meses desde la fecha del apunte (se puede pactar un plazo inferior si el usuario no fuera consumidor, en cuyo caso habrá que estar a lo pactado).

B.- Si el adeudo estaba previamente autorizado, la ley indica que el cliente tendrá derecho a la devolución de la cantidad total correspondiente a las operaciones de pago autorizadas siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

Cuando se dio la autorización, ésta no especificaba el importe exacto de la operación de pago, y dicho importe supera el que el ordenante podía esperar razonablemente teniendo en cuenta sus anteriores pautas de gasto, las condiciones de su contrato marco y las circunstancias pertinentes al caso. 

A petición de la entidad, el cliente deberá aportar datos de hecho referentes a dichas condiciones. Ahora bien: el cliente y la entidad podrán convenir en el contrato marco que el ordenante tenga derecho a devolución de adeudos domiciliados incluso cuando no se cumplan las condiciones para la devolución contempladas anteriormente. El plazo máximo para dar esta orden de devolución es de ocho semanas, contadas a partir de la fecha de adeudo de los fondos en la cuenta del cliente.

En el plazo de diez días hábiles desde la recepción de una solicitud de devolución, la entidad deberá devolver el importe íntegro de la operación de pago o bien justificar su denegación de devolución, indicando en este caso los procedimientos de reclamación, judiciales y extrajudiciales, a disposición del usuario.


Es decir, para el caso de que la empresa asociada a AESBA realice pagos a sus proveedores a través de domiciliaciones bancarias, es normal que dichos proveedores hayan remitido o remitan una comunicación a fin y a cabo de que la asociada emita autorización para que sean atendidos los adeudos domiciliados. En caso de emitir esta autorización, el plazo máximo para proceder a realizar una devolución del recibo es de 8 semanas y para que sea procedente se deben cumplir los requisitos antes reseñados.

Por el contrario, cuando sea la asociada la que resulte ser proveedora y cobre por ello a través de domiciliación bancaria, le conviene solicitar esta autorización por escrito puesto que de lo contrario el cliente dispondrá de hasta 13 meses desde su pago para revocar el adeudo realizado, descontándonos el banco el importe cobrado en su día. 


2º) Fijación de los gastos compartidos.- Hasta ahora, en España el ordenante asumía todos los gastos derivados de una operación. En el caso de las domiciliaciones, era la entidad emisora de los recibos la que asumía las comisiones por la domiciliación de sus recibos, mientras que en las transferencias era siempre el ordenante el que pagaba las comisiones. Ahora, la Ley de Servicios de Pago establece como norma el criterio de gastos compartidos, de manera que cada parte deberá hacer frente a sus gastos, lo cual ha sido criticado por algún interprete en el sentido de que esta nueva regulación deja abierta la posibilidad de que las entidades puedan empezar a cobrar comisiones que hasta ahora no existían (por mantener recibos domiciliados, por recibir transferencias, etc.), aunque, obviamente, habrá que esperarse a ver cual es la práctica que adoptan las entidades de crédito.

3º) Posibilidad de descuentos o recargos en función del medio de pago utilizado.- A partir de la vigencia de esta Ley, los comerciantes podrán cobrar suplementos o hacer descuentos por utilizar determinado medio de pago, una práctica que hasta ahora impedían los contratos entre emisores de tarjetas y comercios. La experiencia demuestra que, al menos hasta ahora, no se viene haciendo uso de esta nueva posibilidad.
4º) Más seguridad para el usuario.- Otras de las novedades de la ley son medidas destinadas a mejorar la seguridad de los usuarios en la utilización de los medios de pago. En este sentido:
Las entidades deben garantizar que los elementos de seguridad sólo son accesibles al titular. Por ello soportarán los riesgos derivados del envío de las tarjetas, los PIN de las tarjetas o las claves de acceso para poder realizar pagos a través de Internet. 

Se prohíbe el envío de medio de pago no solicitados por el usuario. 

Las entidades debe contar con medios adecuados y gratuitos para comunicar la pérdida, robo o uso indebido del instrumento de pago, y con registros que demuestren que se ha efectuado esa comunicación (durante al menos 18 meses). 

Se establece legalmente el límite de responsabilidad del usuario por uso fraudulento de instrumentos de pago, quedando fijado en 150 euros. Hasta ahora la aplicación de ese límite era solo una recomendación de la Comisión Europea, por lo que algunas entidades no lo incluían en sus contratos y otras lo hacían, pero con restricciones. 

El límite de responsabilidad se aplica a todos los instrumentos de pago. Por ejemplo a partir de ahora también están cubiertas las operaciones en cajero realizadas con libreta, hasta ahora excluidas. 

Estas son las principales novedades que establece la Ley, que hemos tratado de exponer para el común conocimiento de los asociados.

Reciba un cordial saludo.


Fdo. Jesús Salas Vidal.


Presidente.
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